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Resumen  

Este estudio se centra en la caducidad y la prescripción en el ámbito administrativo, 

diferenciando sus conceptos y consecuencias. La caducidad se refiere al plazo que tiene la 

Administración para resolver un procedimiento iniciado de oficio, mientras que la prescripción 

extingue la potestad de iniciar un procedimiento desfavorable para el administrado. Donde la 

caducidad implica la extinción del procedimiento administrativo por falta de resolución en el plazo 

legal. Esto conlleva el archivo de las actuaciones y la posibilidad de reiniciar el procedimiento si 

la infracción no ha prescrito. La prescripción, por otro lado, extingue la potestad sancionadora de 

la Administración si no se inicia el procedimiento correspondiente dentro del plazo legal. A 

diferencia de la caducidad, la prescripción impide la reapertura del procedimiento. En el presente 

se abordan las diferencias de estas figuras donde la caducidad afecta al procedimiento en sí, 

mientras que la prescripción extingue la potestad sancionadora. Asimismo, la caducidad puede 

subsanarse reiniciando el procedimiento, mientras que la prescripción es definitiva y los plazos de 

caducidad son generalmente más cortos que los de prescripción. Igualmente, el estudio se plantea 

la interrogante: ¿Cómo prevenir la caducidad en los procedimientos administrativos para 

garantizar la eficacia y seguridad jurídica en la actuación de la Administración Pública?, para dar 

respuesta se emplea un método jurídico-descriptivo con enfoque cualitativo, analizando los efectos 

de la caducidad, comparándola con la prescripción y proponiendo mejoras en la gestión de los 

procedimientos administrativos para prevenir la caducidad y garantizar la eficiencia y seguridad 

jurídica en la actuación de la Administración Pública. 

Palabras clave: Caducidad, Prescripción, Procedimiento administrativo, Administración 

Pública, Derecho administrativo. 
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Abstract  

This study focuses on expiration and prescription in the administrative field, differentiating 

their concepts and consequences. Expiration refers to the period that the Administration has to 

resolve a procedure initiated ex officio, while prescription extinguishes the power to initiate a 

procedure unfavorable to the administrator. Where expiration implies the extinction of the 

administrative procedure due to lack of resolution within the legal period. This entails archiving 

the proceedings and the possibility of restarting the procedure if the infringement has not 

prescribed. Prescription, on the other hand, extinguishes the sanctioning power of the 

Administration if the corresponding procedure is not initiated within the legal period. Unlike 

expiration, prescription prevents the reopening of the procedure. The differences between these 

figures are addressed herein, where expiration affects the procedure itself, while prescription 

extinguishes the sanctioning power. Likewise, the expiration can be corrected by restarting the 

procedure, while the prescription is definitive and the expiration periods are generally shorter than 

the prescription periods. Likewise, the study raises the question: How to prevent expiration in 

administrative procedures to guarantee effectiveness and legal security in the actions of the Public 

Administration? To answer this, a legal-descriptive method with a qualitative approach is used, 

analyzing the effects of expiration, comparing it with the prescription and proposing improvements 

in the management of administrative procedures to prevent expiration and guarantee efficiency 

and legal certainty in the actions of the Public Administration. 

Keywords: Expiration, Prescription, Administrative procedure, Public Administration, 

Administrative law. 
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Introducción 

 

La caducidad y la prescripción son dos figuras jurídicas diferentes en el derecho 

administrativo que tienen efectos distintos, donde la caducidad se refiere al transcurso del plazo 

que tiene la Administración para dictar y notificar una resolución en un procedimiento 

administrativo iniciado de oficio, sin que se haya llevado a cabo la misma. Acorde a Tobar (2021) 

si se produce la caducidad, la Administración debe acordar el archivo de las actuaciones. Por otro 

lado, la prescripción extintiva opera cuando la Administración no ha iniciado un procedimiento 

normalmente desfavorable para el administrado (como un procedimiento sancionador o de 

reintegro de subvenciones) en el plazo legalmente estipulado desde la comisión del hecho 

infractor. 

En este caso, la Administración pierde definitivamente la oportunidad de iniciar el 

procedimiento. Mientras que un procedimiento caduca por falta de resolución expresa en plazo, 

por lo que Ospina (2022) indica que la prescripción se refiere a la imposibilidad de iniciar el 

procedimiento por el transcurso del tiempo. Por lo anterior, un procedimiento caducado puede 

volver a iniciarse si la infracción no ha prescrito, pero si la infracción prescribe, la Administración 

pierde definitivamente la potestad sancionadora, por tal razón, la caducidad afecta al 

procedimiento en sí, mientras que la prescripción extingue la potestad de la administración para 

iniciar un procedimiento desfavorable para el administrado. Son dos instituciones diferentes que 

operan en momentos distintos. 

Acorde a lo anterior, se tiene que la caducidad y la prescripción son dos instituciones 

jurídicas fundamentales en el derecho administrativo que, aunque relacionadas, tienen efectos y 



12 

 

 

 

características diferentes. Gomez Martinez (2020) indica que la caducidad se refiere al transcurso 

del plazo que tiene la Administración para dictar y notificar una resolución en un procedimiento 

administrativo iniciado de oficio, sin que se haya llevado a cabo la misma. Por otro lado,  este 

autor, refiere que la prescripción extintiva opera cuando la Administración no ha iniciado un 

procedimiento normalmente desfavorable para el administrado en el plazo legalmente estipulado. 

A partir de ello, se tiene que frente a estas dos figuras siempre ha existido confusiones de 

ahí que la presente investigación parte de la pregunta: ¿Cómo se puede prevenir la caducidad en 

los procedimientos administrativos para garantizar la eficacia y seguridad jurídica en la actuación 

de la administración pública?, por esta razón la presente investigación es jurídico descriptiva 

aplicando un método cualitativo, teniendo que frente a este tipo de metodología empleada en esta 

investigación garantiza un análisis riguroso y exhaustivo de la caducidad y la prescripción en el 

ámbito del derecho administrativo, permitiendo comprender sus efectos, diferencias y aplicación 

práctica, contribuyendo así a una mejor comprensión y aplicación de estas figuras jurídicas. 

Frente a los resultados se desarrollaran los objetivos específicos expuestos en el presente 

documento, y de esta forma se divide en tres partes: en la cual primero se aborda los efectos de la 

caducidad en la actuación de la Administración Pública: Se analizan las consecuencias de la 

caducidad en la protección de los derechos ciudadanos y la agilización de los procedimientos. En 

segundo lugar se observa la caducidad vs. prescripción y otros conceptos relacionados: Se realiza 

una comparación detallada entre la caducidad y la prescripción, así como con la nulidad, para 

identificar sus diferencias y similitudes. Y por último se indican casos prácticos y gestión 

preventiva de la caducidad: Se presentan casos reales de caducidad y se proponen estrategias para 

mejorar la gestión de los procedimientos administrativos y prevenir su ocurrencia. Al final as 
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conclusiones, donde se ha analizado en profundidad la figura jurídica de la caducidad en el ámbito 

del derecho administrativo, diferenciándola claramente de la prescripción. Se ha examinado cómo 

la caducidad afecta a la actuación de la Administración Pública, tanto en la protección de los 

derechos ciudadanos como en la agilización de los procedimientos. 

Lo anterior, a través de un análisis comparativo, se han identificado las diferencias y 

similitudes entre la caducidad y la prescripción, así como con otros conceptos jurídicos 

relacionados como la nulidad. Se han presentado casos prácticos reales de caducidad para ilustrar 

su aplicación y se han propuesto estrategias para mejorar la gestión de los procedimientos 

administrativos y prevenir su ocurrencia, a partir de ello, los resultados de esta investigación 

contribuyen a una mejor comprensión de la caducidad y su impacto en los procedimientos 

administrativos. Se espera que esta información sea útil para abogados, funcionarios públicos, 

académicos y cualquier persona interesada en el derecho administrativo. 
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1. Justificación  

La razón para estudiar los efectos de la caducidad de los procedimientos administrativos 

y cómo distinguir los plazos de prescripción, es comprender cómo estos mecanismos afectan el 

desarrollo y funcionamiento de los procedimientos administrativos, donde la comprensión de las 

fechas de  vencimiento y la prescripción a diario son confundidos ya que son dos conceptos 

relacionados pero distintos en el derecho administrativo. 

En consecuencia se tiene que, la caducidad supone el fin del procedimiento administrativo 

por haber transcurrido el plazo máximo fijado, mientras que la prescripción supone que las 

autoridades administrativas normalmente no han iniciado el procedimiento desde que se cometió 

la infracción, por tal motivo, es importante examinar cómo se utilizan estos conceptos y en qué se 

diferencian en la práctica. Ya que la caducidad del procedimiento administrativo podrá dar lugar 

a la terminación del mismo y a la declaración de caducidad. 

Por lo tanto, es necesario comprobar el impacto del vencimiento del plazo para la 

renovación de expedientes administrativos, ya que puede afectar la resolución de futuros casos y 

la eficiencia de la actividad administrativa. Conforme a lo anterior, se tiene que la caducidad es de 

gran importancia en el Derecho Administrativo, ya que los plazos de vigencia y prescripción son 

aspectos fundamentales del derecho administrativo ya que garantizan el debido proceso e impiden 

la prórroga ilimitada de los procedimientos administrativos. 

 De ahí que al estudiar la caducidad y sus efectos genera un aporte no solo académico 

sino puntual sobre el procedimiento administrativo. Teniendo que con la investigación en esta área 

permite analizar la práctica y la jurisprudencia actual en relación con los plazos y prescripciones 

en los casos administrativos. 
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Adicionalmente, esto puede ayudar a identificar posibles inconsistencias en la aplicación 

de estos conceptos y áreas de mejora. Por lo tanto, la presente investigación es pertinente, necesaria 

e importante, ya que al estudiar los efectos de la caducidad en los procedimientos administrativos 

y cómo se distingue de la prescripción es importante para comprender cómo estos mecanismos 

afectan el desarrollo y el funcionamiento de los procedimientos administrativos, así como para 

mejorar la calidad y la eficiencia del sistema administrativo. 
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2. Antecedentes – Estado del Arte 

 

A nivel internacional se encuentra el artículo de Flores Rivas (2017) en su artículo “La 

caducidad de los actos administrativos”; aborda la temática de la caducidad en el ámbito del 

Derecho Administrativo. En este estudio, se analiza la configuración dogmática de la caducidad 

administrativa como una forma de extinción anormal de los actos administrativos. La caducidad 

se define como la extinción del derecho de la administración para dictar un acto3 administrativo 

debido a la inactividad de las partes involucradas durante un tiempo determinado. Este concepto 

se diferencia de la prescripción, que es la pérdida del derecho de la administración para exigir el 

cumplimiento de una obligación por el transcurso del tiempo establecido legalmente. 

Así las cosas, el artículo acorde a Flores Rivas (2017) profundiza en los requisitos, 

efectos, límites adjetivos y sustantivos de la caducidad en el Derecho Administrativo, destacando 

su importancia en el ámbito jurídico y su relación con la seguridad jurídica y la administración 

pública. La caducidad se presenta como una figura extintiva que afecta a situaciones jurídicas 

subjetivas favorables, imponiendo cargas jurídicas que condicionan su ejercicio y efectos. En 

resumen, el trabajo de Juan Carlos Flores Rivas proporciona una visión detallada y analítica sobre 

la caducidad de los actos administrativos, explorando su configuración dogmática y su relevancia 

en el contexto jurídico actual. 

El artículo de Cordero (2020) denominado “El plazo en la prescripción de las 

infracciones y sanciones administrativas ante el principio de proporcionalidad”, se centra en 

analizar los criterios para resolver el problema del plazo de prescripción de las infracciones y 

sanciones administrativas en relación con el principio de proporcionalidad. Se destaca la 
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importancia de determinar un plazo razonable para perseguir una infracción o exigir una sanción, 

impidiendo que se prolongue indefinidamente, conforme a lo anterior, se tiene que el principio de 

proporcionalidad juega un papel fundamental al considerar que es desproporcionado perseguir una 

infracción o exigir una sanción más allá de un plazo adecuado. 

Conforme a ello Cordero (2020) indica que este estudio aborda la relación entre la 

prescripción, el principio de proporcionalidad y la necesidad de establecer límites temporales 

justos para garantizar la seguridad jurídica y evitar situaciones injustas o excesivamente 

prolongadas en el ámbito administrativo. La prescripción se presenta como una defensa 

formalmente reconocida que tiene el administrado frente a la Administración por el no ejercicio 

oportuno de la potestad sancionadora, siendo crucial determinar el momento inicial del plazo 

prescriptorio y considerar la clasificación de las infracciones para aplicar adecuadamente los 

plazos de prescripción. . 

 

A nivel nacional, Hernández Tous (2010) el articulo “Los efectos de la solicitud de 

conciliación frente a la prescripción”, en el presente se analiza cómo la presentación de la  

conciliación interrumpe los plazos de caducidad de acciones y suspende los plazos de prescripción, 

según lo establecido en el Real Decreto 2756/1979. Acorde a lo anterior, la presentación de la 

solicitud de conciliación tiene dos efectos importantes: interrumpir los plazos de prescripción y 

suspender los plazos de caducidad. En el caso de la prescripción, el plazo se reinicia cuando se 

celebra la conciliación sin acuerdo o después de transcurrir treinta días hábiles sin acuerdo. A 

diferencia de la caducidad, donde el plazo no se reinicia por completo, sino que se consideran los 

días transcurridos hasta la presentación de la papeleta y se añaden los días restantes después del 
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intento de acuerdo. La interrupción de la prescripción por la solicitud de conciliación implica que 

el plazo comienza a contar nuevamente cuando se celebra el acto sin acuerdo o después de treinta 

días sin celebrarse. Este análisis destaca la importancia y las implicaciones legales de la solicitud 

de conciliación en relación con la prescripción y la caducidad en el ámbito judicial. 

Ospina Zuluaga (2022) en su investigación “Caducidad y prescripción en el proceso de 

cobro coactivo en materia de tránsito”, se centra en analizar cómo la caducidad y la prescripción 

afectan el proceso de cobro coactivo en materia de tránsito. Este estudio se basa en una 

investigación documental que recopila información de diferentes fuentes para exponer los efectos 

y contenido de estas figuras jurídicas en el ordenamiento jurídico colombiano. 

El trabajo aborda diferentes escenarios jurídicos y procesales donde operan la caducidad 

y la prescripción en el proceso de cobro coactivo en materia de tránsito. Además, desde la óptica 

del ejercicio de la potestad sancionatoria del Estado, más específicamente en los organismos de 

tránsito, se busca argumentar cuáles son las implicaciones de la imposición y cobro de las 

sanciones de tránsito en el evento de configurarse la caducidad o la prescripción, al interior del 

proceso administrativo. 

La tesis de maestría sobre “La huida de la caducidad del derecho administrativo”, de 

Benítez Pinedo (2019) aborda la temática de cómo evitar la caducidad en el ámbito del Derecho 

Administrativo. Este estudio analiza estrategias y mecanismos para eludir la caducidad en los 

procedimientos administrativos, lo que resulta relevante para garantizar la eficacia y validez de los 

actos administrativos. La obra profundiza en las implicaciones y consecuencias de la caducidad en 

el ámbito jurídico, destacando la importancia de garantizar la eficacia y validez de los actos 
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administrativos mediante la prevención de esta figura jurídica. Ofreciendo una perspectiva 

detallada sobre cómo evitar que esta figura afecte negativamente los procesos administrativos. 
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3. Planteamiento del Problema 

3.1 Descripción del Problema 

La caducidad en el procedimiento administrativo es un tema que plantea diversos efectos 

y distinciones con la prescripción. Ahora bien, conforme a Tobar Vallejo (2021) indica que una de 

las principales dificultades es la interpretación del plazo de caducidad, que no es claro si se inicia 

después de la ejecutoria del acto, con referencia a esto, Pérez & Martínez (2012) refieren que esta 

situación puede afectar el derecho de acceso a la administración de justicia, ya que la caducidad 

como presupuesto procesal excluye la posibilidad de analizar las circunstancias internas y externas 

a la luz del plazo razonable que rodean los casos sometidos ante la administración de justicia. 

Para Ospina Zuluaga (2022) cuando se declara la caducidad de un procedimiento en el 

que se ejercitan potestades sancionadoras o de intervención, las consecuencias legalmente 

previstas son el archivo de las actuaciones y que el procedimiento caducado no sirva para 

interrumpir los plazos de prescripción. Por este motivo, Caballero (1999) adujo la caducidad del 

procedimiento administrativo no extingue el derecho de las partes, pero los procedimientos se 

tienen por no seguidos, para los efectos de la prescripción. 

Asimismo, conforme al Consejo de Estado, la Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Quinta. 26 de julio de 2018. Rad. 11001-03-15-2018-01122-01. Refiere que la caducidad 

se distingue de la prescripción en que la caducidad es la extinción de un derecho por no haber 

ejercido dentro de un plazo fijado por la ley, mientras que la prescripción es la extinción de un 

derecho por no haberse ejercido durante un cierto período de tiempo. Ahora bien, frente al 

procedimiento digital, la caducidad del procedimiento administrativo sigue teniendo los mismos 

efectos que en el procedimiento tradicional, como el archivo de las actuaciones y la no interrupción 



21 

 

 

 

de los plazos de prescripción. Por lo anterior se tiene que, la caducidad en el procedimiento 

administrativo conlleva el archivo de las actuaciones y la no interrupción de los plazos de 

prescripción, y se distingue de la prescripción en cuanto a los motivos y efectos de la extinción de 

los derechos, por lo cual, dentro de la presente se quiere ampliar los efectos de esta en los 

procedimientos administrativos y plantearlo de una forma más práctica. 

 

3.2 Formulación del Problema 

¿Cómo se puede prevenir la caducidad en los procedimientos administrativos para garantizar 

la eficacia y seguridad jurídica en la actuación de la administración pública? 
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4. Objetivos 

 

4.1 Objetivo General 

Analizar estrategias de prevención de la caducidad en los procedimientos administrativos 

para garantizar la eficiencia y seguridad jurídica en la de la administración pública. 

 

4.2 Objetivos Específicos 

1. Considerar los efectos de la caducidad en la actuación de la Administración Pública, en 

particular en lo que respeta a la protección de los derechos de los ciudadanos y la 

agilización de los procedimientos. 

2. Comparar la caducidad con otros conceptos relacionados, como la prescripción, para 

identificar sus diferencias y similitudes 

3. Establecer casos prácticos sobre la caducidad y como se puede mejorar la gestión de los 

procedimientos administrativos y prevenir la caducidad, con el objetivo de garantizar la 

eficiencia y seguridad jurídica en la actuación de la Administración Pública.  
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5. Marco referencial 

5.1 Marco teórico  

El marco teórico sobre prescripción y caducidad en el Derecho Administrativo es 

fundamental para comprender la importancia de estos conceptos en el ámbito jurídico. A partir de 

diversas fuentes, se pueden establecer los siguientes elementos clave para este marco teórico: 

 

Concepto de Caducidad y Prescripción : Flores Rivas (2017) indica que la caducidad 

se refiere a la extinción de un derecho por no ser ejercitado dentro de un plazo determinado, 

mientras que la prescripción implica la consolidación de situaciones de hecho por el transcurso del 

tiempo, extinguiendo un derecho abandonado por su titular. En el ámbito del Derecho 

Administrativo, la prescripción y la caducidad son fundamentales para regular los plazos en los 

procedimientos administrativos, evitando que los derechos se mantengan indefinidamente sin ser 

ejercidos. 

Adicionalmente, destaca que para la caducidad y prescripcion se deben aplicar conforme 

a sus requisitos, efectos sustantivos, límites adjetivos y adjetivos, así como su compatibilidad con 

otras potestades de retiro de la Administración del Estado. conforme a esto, el autor examina 

detalladamente la caducidad como un mecanismo que no implica ilegalidad o vicio en el acto 

administrativo, sino que establece un plazo fatal que condiciona el ejercicio de situaciones 

jurídicas favorables, por lo que su concepto teorico contribuye significativamente al entendimiento 

y aplicación de la caducidad en el ámbito administrativo. 
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Requisitos y Efectos : Conforme a Fonseca Jaramillo (2004) es fundamental analizar los 

requisitos necesarios para que opere la caducidad y la prescripción en el Derecho Administrativo, 

así como comprender los efectos que tienen en los procedimientos administrativos y en las 

situaciones jurídicas de las partes involucradas. Conforme a la tesis de esta autora, indica que a 

nivel teórico, se puede ver una diferencia significativa entre una figura y otra, la limitación 

exclusiva o limitación exculpatoria es un medio de cancelar las obligaciones, con cuya ayuda se 

puede hacer mediante un plazo legal, combinado con la inactividad, de ahí que se consigne como 

base de la seguridad jurídica que inspira toda la prescripción, que pretende transformar los 

derechos en el tiempo sin dejarlos intactos toda una vida.  

En consecuencia, Fonseca Jaramillo (2004) refiere que la prescripción anula el acto por 

el cual se ejecuta el vínculo civil y lo hace natural; extingue el derecho, salvo en los casos en que 

la pretensión de obtener alivio del plazo de prescripción resulte infructuosa o nunca haya sido 

planteada durante la existencia del derecho. Si bien el transcurso del tiempo no extingue ninguna, 

porque nunca surgió, en realidad existe la expectativa de que surgirán derechos, y por tanto 

surgirán deberes, al observar el plazo, el cual, de confirmarse, daría origen al derecho y la ausencia 

de confirmación impide el acto que hizo posible su nacimiento, por este motivo el plazo es estricto, 

está legalmente fijado y es el único requisito para que expire el plazo impuesto, ya que la inercia, 

que existía durante el plazo de prescripción, ya no tiene cabida en el presente.  

 

Límites Temporales y Seguridad Jurídica : frente a esta situacion, Ugartemendia 

Eceizabarrena (2006) este autor indica que la seguridad jurídica se entiende como la garantía 

dada al individuo por el Estado de que su persona, bienes y derechos no serán violados, 
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asegurando la certeza y estabilidad en las relaciones jurídicas. Ahora bien, frente a la seguridad 

juridica, este principio se basa en la certeza del derecho, la legalidad, la jerarquía normativa, la 

publicidad de las normas, la irretroactividad de lo no favorable y la prohibición de la 

arbitrariedad. 

De ahí que la prescripción y la caducidad responden al principio de seguridad jurídica, 

estableciendo límites temporales para exigir responsabilidades o ejercer derechos en el ámbito 

administrativo. Estos plazos son fundamentales para garantizar la estabilidad y certeza en las 

relaciones jurídicas. 

Asi las cosas, este principio garantiza la certeza, estabilidad y previsibilidad en las 

relaciones jurídicas, asegurando que las leyes sean claras, accesibles y previsibles, y que se 

respeten los derechos individuales, ya que la prescripción es un límite al ejercicio tardío del 

derecho en beneficio de la seguridad jurídica y a partir de ello, en el proceso administrativo de 

cobro coactivo, la prescripción puede operar como un límite al inicio de un procedimiento, 

consolidando derechos por el transcurso del tiempo. 

 

Conforme a lo anterior, este marco teórico proporciona una base sólida para comprender 

la importancia y las implicaciones de la prescripción y la caducidad en el Derecho 

Administrativo, destacando su papel en la seguridad jurídica, los procedimientos 

administrativos y las relaciones entre la administración pública y los ciudadanos.  
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5.2  Marco conceptual  

 

El estudio de la caducidad y prescripción, en los procedimientos administrativos y su 

distinción con la prescripción es un tema relevante en el ámbito jurídico, a partir de ello se tienen 

los siguientes conceptos: 

Caducidad del Procedimiento:  Acorde a Flores Rivas (2017) la jurisprudencia ha 

establecido que la caducidad del procedimiento es un vicio de nulidad de pleno derecho, lo que 

implica que la Administración debe declarar expresamente la caducidad antes de iniciar un nuevo 

procedimiento. La caducidad del procedimiento administrativo se define como una forma anormal 

o extraordinaria de terminación de un procedimiento administrativo, penalizando la falta de 

diligencia de las partes involucradas. Este concepto implica que, al cumplirse un plazo 

determinado sin que la Administración haya resuelto el procedimiento, se produce la caducidad, 

lo que extingue el procedimiento y puede tener efectos diversos en función de las circunstancias 

específicas. 

Prescripción en el Derecho Administrativo : La prescripción Ospina Zuluaga (2022) 

se presenta como una causa de extinción de responsabilidad que busca establecer límites 

temporales para exigir responsabilidades por actos administrativos, garantizando la seguridad 

jurídica, donde se refiere al fenómeno jurídico en el cual, por el transcurso del tiempo, se 

consolidan situaciones de hecho que pueden llevar a la extinción de un derecho. Este concepto 

implica que, al no ejercer un derecho durante un período establecido por la ley, este derecho puede 

perderse o extinguirse.  
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Diferenciación entre Caducidad y Prescripción: según Ospina Zuluaga (2022) es 

fundamental distinguir entre caducidad y prescripción en el ámbito administrativo. Mientras la 

caducidad implica la extinción del procedimiento por inacción, la prescripción establece límites 

temporales para exigir responsabilidades. a prescripción y la caducidad son dos instituciones 

jurídicas que censuran el paso del tiempo, operando en beneficio de la Administración o del 

ciudadano, respectivamente. La prescripción impide el ejercicio de un derecho por el transcurso 

de un plazo determinado, consolidando dicho derecho, mientras que la caducidad opera como 

límite a la terminación de un procedimiento ya iniciado, impidiendo su prolongación indefinida 

por razones de seguridad jurídica.  

Por lo tanto, la prescripción como la caducidad son mecanismos legales que regulan el 

paso del tiempo en el ámbito administrativo, estableciendo límites temporales para ejercer 

derechos o finalizar procedimientos. La caducidad del procedimiento se considera un vicio de 

nulidad que debe ser declarado expresamente por la Administración para evitar iniciar un nuevo 

proceso administrativo sin haber concluido el anterior adecuadamente. 

Con relación a lo anterior, el análisis detallado de la caducidad y la prescripción en los 

procedimientos administrativos revela su importancia en el ámbito jurídico. La comprensión 

adecuada de estos conceptos es crucial para garantizar el cumplimiento normativo y la protección 

de los derechos tanto de los ciudadanos como de las entidades administrativas involucradas. 

 

5.3 Marco jurídico 

 

https://editorial.tirant.com/libro/prescripcion-y-caducidad-en-el-derecho-administrativo-sancionador-luis-alfredo-de-diego-diez-9788497902007
https://editorial.tirant.com/libro/prescripcion-y-caducidad-en-el-derecho-administrativo-sancionador-luis-alfredo-de-diego-diez-9788497902007
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El artículo 90 constitucional establece el deber patrimonial del Estado colombiano de 

responder por los daños antijurídicos que le fueran imputables por la acción o la omisión de las 

autoridades. A su vez, el artículo 229 constitucional garantiza el acceso a la administración de 

justicia a todas las personas en condiciones de igualdad formal, en concordancia con el artículo 13 

constitucional.   

El artículo 136 del Código Contencioso Administrativo en Colombia establece las normas 

sobre la caducidad de las acciones en el ámbito administrativo. Algunos puntos relevantes son: 

• Acción de Nulidad : La acción de nulidad puede ejercitarse en cualquier momento a partir 

de la expedición del acto administrativo. 

• Restablecimiento del Derecho : La acción de restablecimiento del derecho caduca después 

de cuatro meses, contados a partir del día siguiente a la publicación, notificación, 

comunicación o ejecución del acto administrativo. Sin embargo, los actos que reconocen 

prestaciones periódicas pueden exigirse en cualquier momento por la administración o los 

interesados, pero no se podrán recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena 

fe. 

Adicionalmente, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo a dispuesto en su artículo 87 que los actos administrativos adquieren firmeza 

cuando: 

 “(i) no procedan los recursos, adquirirá firmeza al día siguiente de que el acto 

administrativo sea notificado. (ii)Cuando procesan los recursos y estos no sean 

interpuesto se entenderán ejecutoriados el día siguiente al vencimiento del término para 

10  interponer dicho recurso. (iii) Cuando se hayan interpuesto los recursos y se haya 

proferido decisión quedará en firme al día siguiente de la notificación de dicha decisión 
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(iv) Cuando se haya desistido de interponer los recursos quedará en firme a partir del día 

siguiente al desistimiento (v) Cuando se configure el silencio administrativo positivo 

quedará en firme al día siguiente de su protocolización. (Congreso de la República (2011) 

Ley 1437).   

 

Frente a la prescripción, se allega el artículo 187 de la Ley 1437 del 2011, en la sentencia 

definitiva el juez administrativo debe decidir sobre “las excepciones propuestas y sobre cualquier 

otra que el fallador encuentre probada”, y, por tratarse de una norma especial para esta jurisdicción, 

prima sobre las reglas generales de otros procedimientos, como lo sería, para este caso particular, 

el Código General del Proceso. 

 

A nivel jurisprudencial 

 

La Sentencia del Consejo de Estado, Sección Segunda, del 26 de febrero de 1992, 

Radicación N.º 5153, a cargo de la Consejera Dolly Pedraza de Arenas, declaró la caducidad de 

una demanda contra un acto administrativo que negaba la reliquidación de prestaciones sociales 

debido a que fue presentada después de los 4 meses establecidos por la norma. Asimismo, otras 

sentencias relevantes abordan temas relacionados con la caducidad y prescripción en el 

procedimiento administrativo en Colombia. De igual forma, la Sentencia del 14 de diciembre de 

1992, Radicación N.º 1054; la Sentencia del 8 de noviembre de 1991, Radicación N.º 1204; y la 

Sentencia del 4 de agosto de 1992, Radicación N.º 1882. 

Consejo de Estado, Sección Segunda, Sentencia 08001233100020100034001 

(11752012), Oct. 13/16, Esta figura jurídica hace alusión directa a la pretensión, esto es al derecho 
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y constituye el término específico para adquirirlo o extinguirlo. el fenómeno en el que el ejercicio 

de los derechos se adquiere o termina en el tiempo de acuerdo con las condiciones descritas en 

las normas que para cada caso se expidan, ya sea en materia adquisitiva o extintiva. 

 

Estas sentencias han sido fundamentales para establecer los límites temporales en el 

ejercicio de acciones administrativas y para garantizar la eficacia y legalidad en los procesos 

administrativos en Colombia. La jurisprudencia ha sido clara en diferenciar la caducidad y la 

prescripción como fenómenos jurídicos distintos, cada uno con sus propias implicaciones y efectos 

en el ámbito administrativo del país. 

 

5.4  Marco contextual   

 

La presente investigación, se abordara frente al área del Derecho administrativo, y lo 

concerniente al ámbito de los procedimientos administrativos, siendo el entorno por el cual se 

desarrolla la problemática en la cual se delimita la presente investigación, ahora bien, se tiene que 

dentro de la presente investigación, Benitez Pinedo (2019) indica que la caducidad se refiere a la 

extinción del procedimiento por el transcurso del tiempo sin resolución, lo que conlleva al archivo 

de las actuaciones. Esta medida garantiza que los procedimientos se resuelvan en un tiempo 

determinado, evitando su prolongación indefinida por motivos de seguridad jurídica. 

Conforme a esto, Ospina Zuluaga (2022) se tiene que la prescripción en el contexto 

administrativo es una forma de extinción de responsabilidad que establece límites temporales para 

exigir responsabilidades por actos administrativos. Surge del principio de seguridad jurídica y 
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evita la exigencia de responsabilidades de manera indefinida, fijando plazos de prescripción en 

derecho. 

Así las cosas, se tiene que la caducidad implica la extinción del procedimiento por 

incumplimiento de plazos por parte de la Administración, mientras que la prescripción es una causa 

de extinción de responsabilidad que establece límites temporales para exigir responsabilidades en 

el ámbito administrativo. Adicionalmente, se tiene que la caducidad no produce automáticamente 

la prescripción de acciones y los procedimientos caducados no interrumpen el plazo de 

prescripción de acciones. Siendo entonces, para la presente investigación de tipo fundamental 

distinguir entre ambas figuras para comprender cómo afectan a los procedimientos administrativos 

y las responsabilidades derivadas de estos.  

https://www.derechoadministrativoyurbanismo.es/post/producida-la-caducidad-del-procedimiento-hay-que-declararla-expresamente-antes-de-iniciar-uno-nuevo
https://www.derechoadministrativoyurbanismo.es/post/producida-la-caducidad-del-procedimiento-hay-que-declararla-expresamente-antes-de-iniciar-uno-nuevo
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6. Metodología 

6.1 Tipo de Investigación   

La metodología empleada es jurídico descriptiva ya que usa los datos recabados de diversas 

fuentes secundarias de información, según Hernández Sampieri, R, Fernández-Collado, C, & Pilar 

Baptista L (2006). se realiza una revisión exhaustiva de literatura jurídica relevante, que incluye 

artículos académicos, libros y jurisprudencia con el fin de comprender los aspectos teóricos sobre 

la denominada caducidad en el procedimiento administrativo. 

 

6.2 Enfoque de la investigación  

Este estudio utiliza un enfoque cualitativo, ya que no se manipulan variables ni 

estadísticas, según Hernández Sampieri, Fernández & Batita (2014) señalan que acorde a este tipo 

y enfoque de la investigación, se realiza a partir del análisis interpretativo de diversas revistas 

indexadas, normativas, publicaciones, tesis, monografías, fuentes de artículos científicos desde un 

punto de vista empírico - Analítico. Ya que es un problema social relevante, permite la 

investigación práctica, así como un informe objetivo de las observaciones recopiladas durante la 

investigación donde se confluye el desarrollo de las cuestiones planteadas y su desarrollo. 

 

 

5.3 Fuentes de información primaria y secundaria   

 

Por ser una investigación de tipo cualitativa, según Armas (1980), Se identifica las fuentes 

de información con base en el método documental de recolección de información, a saber: Fuentes 

primarias: basadas principalmente en el objeto de estudio, que forma parte del derecho y la 
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constitución política de Colombia, legislación, jurisprudencia, doctrina como secundarias. 

Fuentes: utilizar investigaciones, artículos, libros, luego observar y analizar la información y 

finalmente procesar la información. Inicialmente, el objetivo era desarrollar un documento que 

brindara soluciones a los problemas y objetivos planteados. 

 

6.3 Población objeto de estudio   

Se puede inferir que la población objeto de estudio en este tema son los procedimientos 

administrativos sancionadores y los procesos contencioso-administrativos. 

 

 

6.4 Técnicas e instrumentos para analizar la información   

La presente investigación, como se señala anteriormente, desarrollará un método 

cualitativo, desarrollado mediante un análisis documental: Esta técnica implica examinar y 

analizar documentos existentes, como bases de datos, actas, informes, registros de asistencia, entre 

otros. Es útil para obtener información sobre la problemática planteada.  
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7. Presentación de los resultados obtenidos 

Capítulo I 

7.1 Efectos de la caducidad en la actuación de la Administración Pública, en particular en 

lo que respeta a la protección de los derechos de los ciudadanos y la agilización de los 

procedimientos. 

La caducidad en la actuación de la Administración Pública tiene efectos significativos en 

la protección de los derechos de los ciudadanos y la agilización de los procedimientos, según la 

normatividad y jurisprudencia, acorde a esto, se tiene que la Ley 1437 de 2011, Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, donde regula la caducidad en 

los procedimientos administrativos y judiciales. A partir de esto se considera como la caducidad 

originaria, pura o de pleno derecho. 

 

7.1.1 Caducidad originaria, pura o de pleno derecho 

Acorde a lo anterior, tal como su nombre indica, este tipo de caducidad conlleva la 

ineficacia automática o de pleno derecho de la acción1, de manera que una vez que se ha 

consumado, el acto legal destinado a evitarla no tiene ningún efecto, es decir, resulta ineficaz en 

términos legales. Por lo tanto, la falta de caducidad, o dicho de otra manera, la realización oportuna 

                                                 

1 Cuando se habla de "acción" en este contexto, no se hace referencia al derecho abstracto que tiene todo ciudadano 

de acceder a la administración de justicia, sino al medio de control o proceso específico que se inicia para ventilar una 

causa o litigio determinado. Aunque se afirme que la Ley 1437 de 2011 eliminó el concepto de "acción" de la 

jurisdicción contencioso-administrativa, reemplazándolo por los "medios de control" para referirse a los mecanismos 

previstos para controlar la actividad de la administración, lo cierto es que el propio Código incurre en imprecisiones 

al utilizar el término "acción" para denominar dichos "medios de control" en varias ocasiones. 
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del acto legal que la previene, se puede considerar como un requisito procesal para la acción. En 

resumen, la no caducidad se convierte en una condición previa y esencial para ejercer la acción, 

de modo que el sistema judicial no puede activarse si el plazo de caducidad ha expirado. 

El auto del Consejo de Estado, Sección Tercera, del 27 de febrero de 2019, con ponencia 

del Magistrado Jaime Enrique Rodríguez Navas, en el expediente 62074 (2016-00537), página 5 

y siguientes, expresa que esta figura representa una extensión del principio de seguridad jurídica 

al establecer un plazo objetivo para que los ciudadanos hagan valer sus derechos. Es importante 

destacar que la caducidad no es susceptible de ser objeto de acuerdo o renuncia, sino que opera de 

manera automática, por mandato normativo expreso, como una norma imperativa e ineludible, al 

margen de la voluntad del titular. Por lo tanto, aunque el juez puede y debe declararla de oficio o 

a solicitud de parte, su efecto se materializa por disposición legal sin necesidad de una declaración 

adicional. 

Del mismo modo, el auto del Consejo de Estado, Sección Tercera, del 30 de agosto de 

2018, con la Magistrada Stella Conto Díaz del Castillo como ponente, en el expediente AG-2016-

00059, páginas 12 y siguientes, expresa que la presentación oportuna de la demanda suele ser un 

requisito procesal fundamental para la acción contencioso administrativa. El acceso a la 

administración de justicia está condicionado a que no haya vencido el plazo establecido por la ley 

para acudir a ella. Cuando la demanda no se presenta dentro del plazo previsto, se dice que ha 

ocurrido la caducidad, lo que impide que el proceso avance o que se decida sobre el fondo del 

asunto. Si el juez procede con el proceso a pesar de la caducidad, necesariamente se resolverá en 

consecuencia sin abordar el fondo del asunto, ya que al cerrarse la posibilidad de acudir a la 

justicia, sería inapropiado iniciar un litigio que ha sido definido por el inexorable paso del tiempo. 
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En un enfoque opuesto, la sentencia del Consejo de Estado, Sección Tercera, del 29 de 

septiembre de 2015, con la Magistrada Stella Conto Díaz del Castillo como ponente, en el 

expediente 33139 (2001-01351), página 36 y siguientes, describe la caducidad como un fenómeno 

procesal en el cual el legislador, en el ejercicio de su facultad para establecer normas, se da desde 

tres aspectos, En primer lugar, restringe en el tiempo el derecho de acceso a la jurisdicción con el 

propósito de lograr una justicia pronta y efectiva. Por consiguiente, se deduce que el Ministerio 

Público también está sujeto a cumplir con los plazos perentorios relacionados con la caducidad de 

la acción. A pesar de que el órgano de control no haya ejercido la acción contractual dentro de los 

dos años posteriores a la formalización del contrato. 

Conforme a lo anterior, desde el concepto de caducidad pura u originaria, este efecto 

particular de la caducidad explica las facultades intemporales y oficiosas del juez para 

pronunciarse sobre ella, incluso el Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 26 de marzo 

de 2014, MP.: Enrique Gil Botero, expediente 2003-00175 (28741). Indica que en perjuicio de la 

prohibición de reformatio in pejus, aun cuando alguna de las partes, por negligencia o 

desconocimiento, no haya querido o podido alegarla. En segundo lugar, el término de la caducidad 

pura tiene como punto de partida un hecho jurídico objetivo que permite determinar de antemano, 

por un lado, el tiempo con el que cuenta el demandante para ejercer su acción, y por otro, la época 

o tiempo en que una situación jurídica inevitablemente se consolidará por el transcurso del tiempo, 

ya que este tipo de caducidad se basa en el interés de proteger la seguridad jurídica. Es decir, la 

certeza de los límites temporales de la acción es un requisito obligado de un fenómeno llamado a 

salvaguardar fundamentalmente la seguridad jurídica, tanto para su titular como para el Estado y 

la comunidad en general, por lo que resulta natural que el plazo al cual el legislador ha sometido. 
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En tercer lugar, la caducidad pura se distingue por el hecho de que el acto que la previene, 

al realizarse a tiempo, tiene efectos para todos y acorde al Consejo de Estado, Sección Tercera, 

sentencia del 29 de septiembre de 2015, MP.: Stella Conto Díaz del Castillo, expediente 33139 

(2001-01351), ya que su propósito es evitar el ejercicio injustificado de una acción sobre un 

derecho reclamado, por lo tanto, ejercer la acción de manera justificada impide la caducidad, sin 

importar el sujeto frente al cual se ejerza. La base de la caducidad es evitar que ciertas situaciones 

legales sean cuestionadas después de un tiempo razonable, por lo tanto, para evitarla, es necesario 

realizar a tiempo el acto que la detiene, ya que esto activa el sistema judicial antes de que se 

considere consolidada una situación legal específica. En resumen, el objetivo de la norma que 

establece la caducidad se logra al activar el sistema judicial a tiempo y evitar que una situación 

legal se consolide debido al paso del tiempo. 

 

7.1.2 Caducidad moderada o prescriptiva 

La segunda y última forma de caducidad, conocida como caducidad moderada o prescriptiva, 

comparte tres características esenciales con la anterior. A diferencia de la primera, según el 

Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de unificación del 15 de agosto de 2018, MP.: 

Carlos Alberto Zambrano Barrera, expediente 2010-00235 (46947). este tipo de caducidad no 

resulta en la extinción automática de una acción específica, sino que extingue la pretensión 

asociada a dicha acción. En este caso, la caducidad prescriptiva se enfoca en extinguir una 

pretensión, similar a cómo la prescripción extintiva extingue una obligación civil. Por lo tanto, se 

considerará que ha ocurrido -o no- una caducidad por cada pretensión presentada, tal como lo 

indica el artículo 165 de la Ley 1437 de 2011 sobre la acumulación de pretensiones.  
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Este artículo destaca la importancia de que no haya operado la caducidad en ninguna de las 

pretensiones acumuladas. Aunque la redacción de esta norma es peculiar al referirse a la 

acumulación de pretensiones, en realidad regula la acumulación de procesos, acciones o medios 

de control. Aparentemente, la norma sugiere que la caducidad siempre afecta a las pretensiones y 

no a los medios de control, lo que implicaría que la caducidad no puede considerarse un requisito 

procesal de la acción. Para evitar la caducidad prescriptiva, no basta con ejercer el derecho a una 

acción específica, sino que también es necesario presentar la pretensión dentro del plazo 

establecido. 

La presentación oportuna de la pretensión no se considera un requisito procesal esencial para 

la acción, sino más bien un requisito adicional de la demanda. Esta condición no parece ser 

explícitamente requerida en el artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, el cual establece los requisitos 

previos para presentar una demanda y no hace referencia al fenómeno de la caducidad. Por otro 

lado, el artículo 164 de la misma ley, que trata sobre la "Oportunidad para presentar la demanda", 

se incluye en el capítulo III "Requisitos de la demanda" del título V "Demanda y Proceso 

Contencioso Administrativo", en lugar de estar en el capítulo II "Requisitos de procedibilidad" del 

mismo título. Aunque la falta de cumplimiento de este requisito puede ser motivo de rechazo y no 

de inadmisión, la normativa establece que la caducidad es motivo de rechazo de la demanda según 

el artículo 169 de la Ley 1437 de 2011. En este sentido, la presentación tardía de la demanda no 

puede corregirse, lo que demuestra la falta de utilidad de una inadmisión basada en la falta de 

oportunidad en la presentación de la demanda. 

Conforme a la jurisprudencia, el Concepto Sala de Consulta C.E. 1632 de 2005 del Consejo 

de Estado destaca que la caducidad garantiza que nadie pueda ser sancionado si ha vencido el plazo 

establecido por el legislador, resaltando la importancia de los principios constitucionales en los 
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procesos sancionatorios. La figura de la caducidad en el ordenamiento jurídico colombiano se 

establece como una sanción ante la falta de ejercicio oportuno de acciones judiciales. En este 

sentido, los términos establecidos por la ley imponen a los interesados la responsabilidad de iniciar 

el litigio a través de una demanda dentro de plazos específicos. Si la acción judicial se interpone 

fuera de este período, se pierde la oportunidad de hacer valer el derecho sustancial ante la 

administración de justicia. 

En el contexto específico del Código Contencioso Administrativo, el numeral 8 del 

artículo 136 establece un plazo de dos años para presentar la acción de reparación directa, contado 

a partir del día siguiente a la ocurrencia del daño. Una vez transcurrido este plazo, ya no es factible 

solicitar que se declare la responsabilidad del Estado. Por lo tanto, es fundamental que las 

demandas se presenten dentro de este plazo para que sean válidas y puedan ser consideradas por 

las autoridades judiciales. En el caso mencionado, donde los hechos que motivan la acción se 

remontan a una fecha específica y la demanda se presentó en otra fecha posterior, es crucial 

verificar que la demanda se haya interpuesto dentro de los dos años establecidos en la norma 

correspondiente para garantizar la viabilidad y efectividad del proceso judicial. 

Por último, es importante destacar que la caducidad prescriptiva no tiene el alcance 

general que tiene la caducidad pura, ya que acorde al Consejo de Estado, Sección Tercera, 

sentencia del 21 de junio de 2018, MP.: Stella Conto Díaz del Castillo, expediente 2005-02595 

(36655). se centra en la pretensión incorporada a través del acto jurídico que da origen a la acción, 

estando estrechamente vinculada a la causa de la demanda, la petición y la relación sustancial entre 

el demandante y el demandado. En este sentido, la caducidad prescriptiva deja de ser un requisito 

procesal esencial para la acción y pasa a ser un requisito sustancial de la demanda. Este tipo de 

caducidad está intrínsecamente relacionado con la materia reclamada en el proceso, como la 
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reparación del daño, lo que requiere un análisis detallado de la naturaleza y la extensión del 

perjuicio. En algunos casos, la caducidad depende de si el daño es instantáneo o continuado, y en 

otros casos, del criterio del juez para determinar si el daño alegado constituye uno o varios daños 

autónomos que requieren plazos de caducidad independientes. 

Ahora bien, Benitez Pinedo (2019) alude que frente a la caducidad moderada está 

íntimamente ligada a la causa petendi u hechos de la demanda, por lo que el plazo preclusivo 

depende tanto de la modalidad en que se presenta el hecho lesivo, es decir, la forma que adquiere 

la causa alegada del perjuicio sufrido (acción u omisión administrativa, operación administrativa, 

ocupación temporal o permanente de un inmueble), como de la calificación jurídica que se les 

atribuya a los actos constitutivos del mismo (actos de lesa humanidad, privación injusta de la 

libertad, defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, error judicial).  

Por esta razón, el autor indica que en la etapa de admisión, el juez puede considerar 

equivocada la calificación jurídica de la fuente del daño y sustituirla por otra distinta a la alegada 

en la demanda, realizando un nuevo examen sobre la caducidad del medio de control, siempre 

dentro de los límites impuestos por el principio de congruencia frente a la causa petendi. De ahí 

que la caducidad moderada también guarda una estrecha relación con el vínculo sustancial entre 

quien promueve el juicio y quien debe soportar la pretensión formulada en su contra esto como lo 

indica el Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de unificación del 15 de agosto de 2018, 

MP.: Carlos Alberto Zambrano Barrera, expediente 2010-00235 (46947), pág. 21 y ss. Al igual 

que ocurre con la prescripción extintiva de una obligación divisible, la inoperancia que beneficia 

a uno de los sujetos de la relación jurídica sustancial no se extiende necesariamente a los demás, 

de modo que pueden existir tantas caducidades como pretensiones formuladas en la demanda.  
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7.1.3 Efectos Procesales 

 

Una vez examinadas las particularidades de los dos tipos de caducidad, que según la 

legislación y jurisprudencia vigente operan de manera simultánea en la jurisdicción contencioso 

administrativa, es pertinente analizar las repercusiones procesales que conlleva la aplicación de 

cada una de ellas en los mecanismos establecidos por la Ley 1437 de 2011 para supervisar la 

actividad de la administración. Este análisis tiene como objetivo profundizar en las implicaciones 

de la jurisprudencia del Consejo de Estado y las disposiciones legales, confirmando que, 

efectivamente, en el ámbito de la jurisdicción contencioso administrativa, la caducidad presenta 

un comportamiento dual. 

Conforme a lo anterior, según el Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 15 de 

abril de 2015, MP.: Carlos Alberto Zambrano Barrera, expediente 2003-01601 (35947), indica que 

la caducidad moderada se aplica específicamente al medio de control de reparación directa, aunque 

se sugiere que no hay razón para que no pueda extenderse a todos los casos en los que se incluya 

una pretensión de reparación integral del daño sufrido por o contra el Estado. Por lo tanto, presentar 

a tiempo la pretensión de indemnización implica:  

(i) ser un requisito sustancial de la demanda, ya que implica un análisis de los hechos, 

el daño y su atribución a la entidad demandada;  

(ii) el plazo de caducidad corre únicamente contra el demandado y comienza a partir 

de un hecho subjetivo, que es el conocimiento por parte de la víctima sobre la 

verdadera entidad y magnitud del daño reclamado; y  
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(iii) la presentación oportuna de la demanda tiene efectos entre las partes, ya que al 

recaer sobre la pretensión, solo puede afectar al sujeto demandado. 

Por lo tanto, la caducidad moderada o prescriptiva no se aplica en situaciones donde no se 

busca la reparación del daño antijurídico causado por o contra el Estado, como en casos de solicitud 

de nulidad de un acto administrativo, responsabilidad contractual, repetición de pagos por 

conductas dolosas de agentes estatales, o pérdida de investidura. En estos casos, el Consejo de 

Estado, Sección Tercera, sentencia del 1º de marzo de 2018, MP.: Danilo Rojas Betancourth, 

expediente 2010-00385 (45232) generalmente se aplica la caducidad pura, original o de pleno 

derecho, lo que implica que:  

(i) La presentación puntual de la demanda es un requisito procesal esencial, por lo 

tanto, una vez que la caducidad se ha producido, el medio de control elegido se 

vuelve ineficaz de pleno derecho;  

(ii) El plazo de caducidad corre contra cualquier persona a partir de un hecho jurídico 

objetivo como la publicación, comunicación, notificación o ejecución de un acto 

administrativo, la finalización o liquidación de un contrato estatal, el 

incumplimiento en la liquidación de un contrato estatal, el pago de una condena, o 

la elección o expedición de una credencial; y  

(iii) La presentación oportuna de la demanda tiene efectos erga omnes, es decir, afecta 

a todas las partes involucradas. 

 

7.1.4 Efecto en la reforma de la demanda  

La reforma de la demanda se presenta como un recurso procesal destinado a facilitar el 

desarrollo argumentativo del proceso judicial. En el ámbito judicial, acorde a Devis Echandia, 
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(1994) se lleva a cabo un proceso dialéctico para resolver conflictos entre partes en disputa, con la 

intervención de un tercero imparcial, siguiendo una secuencia de actos encadenados con el objetivo 

de garantizar la aplicación de la ley en un caso específico para proteger, defender o hacer efectivos 

los derechos involucrados. Acorde a lo anterior, se tiene entonces que para lograr una solución 

efectiva a la controversia (sentencia), es esencial que tanto el juez como las partes tengan un 

conocimiento preciso y claro de lo solicitado en la demanda y de la defensa presentada en la 

contestación.  

Es fundamental que el litigio esté claramente definido entre las partes para que la 

resolución refleje fielmente el debate entre los contendientes. Por esta razón, Devís Echandía 

(1994) indico que la legislación procesal contempla mecanismos que aseguren un desarrollo lógico 

y coherente del proceso, permitiendo al demandante corregir o complementar su reclamación. 

Ahora bien, según el  Consejo de Estado, Sección Tercera, auto de 9 de junio de 2016, MP.: Stella 

Conto Díaz del Castillo, expediente 2015-00961 (56742), pág. 6 y ss. Se considera que la demanda 

inicial y su reforma constituyen un único acto procesal inseparable, de modo que se entiende que 

la reforma forma parte integral de la demanda original, evitando que un cambio en la demanda 

inicial se interprete como una nueva demanda. 

Acorde a la reforma de la demanda, se considera como un recurso procesal que permite, 

de acuerdo con la normativa procesal general, según el Consejo de Estado, Sección Tercera, 

sentencia del 29 de septiembre de 2015, MP.: Stella Conto Díaz del Castillo, expediente 33139 

(2001-01351) se debe realizar modificaciones en las partes del proceso, las pretensiones, los 

hechos y/o las pruebas que se deseen presentar, con la restricción de que "no podrá sustituirse la 

totalidad de las personas demandantes o demandadas ni todas las pretensiones formuladas en la 
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demanda". Respecto a lo anterior, el demandante tiene la facultad de corregir, aclarar o modificar 

la demanda en cualquier momento, desde su presentación hasta antes de la audiencia inicial.  

Según el Consejo de Estado, Sección Tercera, auto de 9 de junio de 2016, MP.: Stella 

Conto Díaz del Castillo, expediente 2015-00961 (56742), pág. 6 y ss La reforma de la demanda 

solo puede realizarse una vez y debe cumplir con las siguientes reglas:  

1. Se considera una reforma de la demanda únicamente cuando hay cambios en 

las partes del proceso, las pretensiones o los hechos en que se fundamentan, o 

cuando se solicitan o presentan nuevas pruebas.  

2. No se permite reemplazar por completo a todas las partes demandantes o 

demandadas ni todas las pretensiones planteadas en la demanda, pero sí se 

pueden omitir algunas o agregar nuevas.  

3. La reforma de la demanda debe presentarse de manera completa en un solo 

documento.  

4. Si la reforma se realiza después de la notificación al demandado, el auto que la 

admita se notificará por estado y se otorgará un plazo reducido al demandado 

para responder, que comenzará tres días después de la notificación. Si se 

incluyen nuevos demandados, se les notificará personalmente y se les dará el 

mismo plazo que en la demanda inicial.  

5. Durante este nuevo plazo, el demandado tendrá las mismas facultades que en el 

plazo inicial. En el proceso contencioso administrativo regulado por la Ley 

1437 de 2011, se exige, además, que ante la inclusión de nuevas pretensiones 

se cumplan los requisitos de procedibilidad establecidos en la ley. Consejo de 

Estado, Sección Tercera, auto de 9 de junio de 2016, MP.: Stella Conto Díaz 

del Castillo, expediente 2015-00961 (56742), pág. 6 y ss. 
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Por lo tanto,  la reforma de la demanda brinda al demandante la oportunidad de corregir 

posibles errores u omisiones en su escrito inicial, lo que le permite redirigir el curso del proceso y 

modificar el enfoque del debate. Ante esta posibilidad, surge la interrogante sobre si la 

modificación, alteración o adición a la demanda requiere un nuevo análisis de su presentación 

inicial, ya que, aunque ambos actos procesales se consideran como uno solo en cuanto a su 

propósito y consecuencias, la reforma tiene la capacidad de replantear aspectos esenciales del 

conflicto, permitiendo al demandante plantear nuevos derechos al demandado, presentar nuevos 

hechos y hasta involucrar a una persona diferente a la originalmente incluida en el proceso 

contradictorio. 

Respecto a lo anterior, para Benítez Pinedo (2019) se plantea, que tiene que ver la 

caducidad con este efecto, y conforme a esto la postura que defiende el comportamiento dual de 

la caducidad, la solución al problema jurídico planteado depende de la faceta que adquiera este 

instituto para cada caso en particular. Por lo tanto, la posibilidad de replantear aspectos sustanciales 

del litigio mediante la reforma de la demanda está condicionada al tipo de caducidad que deba 

aplicarse como regla general, es decir, en los casos en que opera la caducidad originaria.  

Es decir que la eficacia de la reforma de la demanda no está supeditada a que el plazo 

haya vencido al momento de su presentación, acorde al Consejo de Estado, Sección Quinta, auto 

del 28 de marzo de 2019, MP.: Alberto Yepes Barreiro, expediente 2018-00242, pág. 8 y ss, indica 

que respecto a la oportunidad del acto que la impide un requisito procesal esencial de la acción 

con efectos erga omnes, basta con que la demanda inicial se haya formulado a tiempo para que 

puedan admitirse modificaciones relativas a las partes del proceso, las pretensiones, los hechos y/o 

las pruebas que se pretendan hacer valer, siempre dentro de los límites legales. Así, cuando se 
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busque la nulidad de un acto administrativo, la responsabilidad por incumplimiento contractual, la 

repetición de pagos por conducta dolosa o gravemente culposa de un agente estatal, o la pérdida 

de investidura; la reforma de la demanda será admisible sin que el operador jurídico deba evaluar 

si el escrito de reforma se ajusta al plazo de caducidad. Se exceptúan los casos en que se solicite 

la nulidad del acto administrativo que declara una elección. 

En el caso de que la reclamación involucre la indemnización del daño antijurídico causado 

por o contra el Estado, acorde a Benitez Pinedo (2019) se aplicará la caducidad prescriptiva o 

moderada (excepción). En este escenario, la posibilidad de reformar la demanda está condicionada, 

además de cumplir con los requisitos legales, a que el plazo de caducidad no haya expirado al 

momento de presentar el escrito. Esto se debe a que el efecto de la caducidad en este caso es 

únicamente entre las partes involucradas en la pretensión, es decir, el demandante, lo demandado 

y el objeto de la reclamación. Por lo tanto, la inclusión de nuevas pretensiones o partes está sujeta 

a que el plazo de caducidad no haya vencido, a pesar de presentar la demanda a tiempo. En cambio, 

la introducción de nuevos hechos o pruebas no está condicionada por la caducidad, ya que no están 

directamente relacionados con la pretensión específica en la demanda y, por lo tanto, no son objeto 

de caducidad, a menos que reemplacen la causa de la demanda o intenten demostrar un hecho 

diferente al inicialmente planteado. 

En consecuencia a lo anterior, en la siguiente tabla se representaran los efectos de la 

caducidad:  

Tabla 1. Efectos de la caducidad. 

EFECTOS CONTEXTO 
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Impide el ejercicio de la acción Una vez se ha configurado, por lo que si la 

demanda se presenta después de vencido el 

plazo de caducidad, no puede iniciarse 

válidamente el proceso 

Es una figura de orden público Lo que explica su carácter irrenunciable y la 

posibilidad de ser declarada de oficio por el 

juez cuando se verifique su ocurrencia 

Limita en el tiempo el derecho que tiene 

toda persona de acceder a la jurisdicción, 

Con el fin de obtener pronta y cumplida 

justicia, fundamentándose en la necesidad de 

seguridad jurídica para evitar la paralización 

del tráfico jurídico 

No concede derechos subjetivos, Apunta a la protección de un interés general 

Frustra o viabiliza el acceso a la 

administración de justicia 

dependiendo de si el término de caducidad ha 

vencido o no al momento de presentar la 

demanda 

Impide que el proceso pueda avanzar o que 

se decida sobre el fondo del asunto  

Esto si la demanda no se presenta dentro del 

plazo previsto 

Fuente: Elaboración propia. 

En conclusión, la caducidad es una institución procesal que, si bien limita temporalmente 

el derecho de acceso a la justicia, cumple un papel esencial en la protección de la seguridad 

jurídica. Su configuración impide el inicio válido del proceso y puede ser declarada de oficio por 

el juez, dada su naturaleza de orden público. Es un mecanismo que busca equilibrar el derecho de 

acceso a la justicia con la necesidad de certeza y estabilidad en las relaciones jurídicas. Sus efectos 

son la extinción del derecho de forma automática, lo que implica que el actor no puede presentar 

una nueva demanda.   
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Capitulo II 

7.2 Comparar la caducidad con otros conceptos relacionados, como la prescripción, para 

identificar sus diferencias y similitudes 

 

La caducidad y la prescripción presentan diferencias significativas en cuanto a su 

aplicación, efectos y flexibilidad en el ejercicio de derechos legales. Mientras que la caducidad 

destaca por su carácter automático y de orden público, la prescripción ofrece la posibilidad de 

reactivar reclamaciones y brinda mayor flexibilidad en la recuperación de derechos que han 

prescrito. Según Ariano Deho (2014) ambas figuras, a pesar de sus diferencias, juegan un papel 

crucial en la seguridad jurídica y la protección de los derechos, si bien la caducidad y la 

prescripción comparten el hecho de extinguir derechos por el paso del tiempo, acorde a Haydar 

Berrocal (2019) se diferencian principalmente en que la caducidad produce la extinción automática 

del derecho y la acción, no admite suspensión ni interrupción, y puede ser declarada de oficio por 

el juez, mientras que la prescripción extingue solo la acción, admite suspensión e interrupción, y 

requiere ser alegada por el beneficiado. Enseguida se presentan las diferencias y similitudes:  

Tabla 2. Diferencias y similitudes de la caducidad y la prescripción. 

DIFERENCIAS SIMILITUDES 

1. La caducidad extingue el derecho 

y la acción correspondiente, 

mientras que la prescripción 

extingue la acción pero no el 

derecho mismo. 

2. Los plazos de prescripción pueden 

ser suspendidos o interrumpidos, 

1. Ambas son instituciones de derecho 

sustancial que generan efectos por el 

paso del tiempo. 

2. Tanto la caducidad como la 

prescripción conducen a la extinción 

de un derecho por el transcurso del 

tiempo. 
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mientras que los de caducidad no 

son susceptibles de suspensión, 

salvo norma expresa. 

3. La prescripción requiere ser 

alegada por el beneficiado, 

mientras que la caducidad puede ser 

declarada de oficio por el juez. 

4. La prescripción es renunciable, 

mientras que la caducidad no lo es 

en ningún caso. 

5. Los plazos de prescripción suelen 

ser más largos que los de 

caducidad. 

6. Los plazos de prescripción sólo 

pueden ser establecidos por la ley, 

mientras que los plazos de 

caducidad pueden ser fijados por la 

ley o por los particulares 

3. En ambos casos, el objetivo es dar por 

extinguido un derecho que se supone 

abandonado por su titular. 

4. Tanto la prescripción como la 

caducidad buscan dar certeza jurídica y 

estabilidad a las relaciones legales 

 

Fuente: Elaboración propia.  

 

En el ámbito administrativo, acorde a Aguado (1999) la caducidad y la prescripción son 

conceptos fundamentales que regulan el ejercicio de derechos y obligaciones. Sin embargo, existen 

algunas diferencias importantes entre ambas, como la naturaleza, los plazos, la interrupción, la 

suspensión y la alegación. Es importante conocer las diferencias entre prescripción y caducidad 

para poder ejercer correctamente los derechos y las acciones en el ámbito del derecho 

administrativo. 

 



50 

 

 

 

7.2.1 Diferencias de la caducidad y prescripción en términos y plazos  

Según Flores Rivas (2017) la prescripción contempla plazos más extensos que la 

caducidad, y permite la interrupción del plazo, a diferencia de la caducidad que establece plazos 

más breves y no admite interrupción. Esto se debe a que la prescripción extingue la acción pero no 

necesariamente el derecho, mientras que la caducidad implica la extinción del derecho mismo por 

el mero transcurso del tiempo. A continuación se presentan los plazos y términos que tienen estas 

figuras:  

Tabla 3. Diferencias prescripción y caducidad en términos y plazos. 

CADUCIDAD PRESCRIPCION  

Los plazos de caducidad son 

generalmente de 3 o 6 meses 

como máximo. 

Los plazos de prescripción 

suelen ser más largos que los 

de caducidad. Por ejemplo, en 

derecho administrativo, los 

plazos de prescripción pueden 

alcanzar hasta 3 años. 

Los plazos de caducidad no 

admiten interrupción bajo 

ninguna circunstancia. 

Los plazos de prescripción 

pueden ser interrumpidos, lo 

que reinicia el cómputo del 

plazo. 

Los plazos de la caducidad 

pueden ser fijados por la ley o 

por los particulares en algunos 

casos 

Los plazos de prescripción 

sólo pueden ser establecidos 

por ley. 

Fuente: Elaboración propia.  
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Acorde a la anterior tabla, se evidencia, que la caducidad se caracteriza por plazos más 

breves, imposibilidad de interrupción y operatividad automática, mientras que la prescripción 

admite plazos más amplios, posibilidad de interrupción, y requiere alegación por el beneficiado. 

Ambas figuras buscan dar certeza jurídica, pero a través de mecanismos diferentes.  

 

7.2.3 DOFA de la Caducidad y la prescripción  

La prescripción y la caducidad son dos conceptos jurídicos que, a menudo, se confunden. 

Si bien comparten algunas características, existen diferencias fundamentales que las distinguen. 

En este análisis, abordaremos las similitudes y diferencias entre ambas figuras desde una 

perspectiva DOFA (Debilidades, Oportunidades, Fortalezas y Amenazas) para comprender mejor 

su naturaleza y aplicación. Presentadas a continuación:  

Tabla 4. Análisis DOFA caducidad y prescripción. 

 CADUCIDAD PRESCRIPCION 

Debilidades. La caducidad, a diferencia de la 

prescripción, no admite suspensión 

ni interrupción, lo que puede 

limitar la flexibilidad en su 

aplicación y generar rigidez en los 

plazos establecidos. 

La caducidad, al ser una figura 

procesal, puede no permitir la 

recuperación del derecho una vez 

vencido el plazo, lo que podría 

limitar la posibilidad de reclamar 

ciertos derechos en comparación 

con la prescripción 

Oportunidades La caducidad, al operar de forma 

automática y sin necesidad de 

alegación, puede agilizar el 

La prescripción, al permitir la 

interrupción y reinicio del plazo, 

brinda la oportunidad de reactivar 
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proceso judicial al evitar 

dilaciones en la resolución de 

conflictos legales, lo que 

representa una ventaja en términos 

de eficiencia procesal. 

 

la reclamación de derechos que 

han prescrito, lo que puede ser 

beneficioso para aquellos casos en 

los que se requiere una segunda 

oportunidad para hacer valer un 

derecho. 

Fortalezas La caducidad, al ser una figura de 

orden público que puede ser 

declarada de oficio por el juez, 

garantiza la aplicación uniforme de 

los plazos establecidos, lo que 

evita la discrecionalidad en su 

aplicación y asegura la igualdad de 

condiciones para las partes en un 

proceso legal. 

La prescripción, al consolidar 

situaciones de hecho con el 

transcurso del tiempo, otorga 

certeza jurídica y estabilidad a las 

relaciones legales, lo que 

contribuye a la seguridad jurídica 

y a la protección de los derechos de 

las partes involucradas. 

Amenazas La caducidad, al no admitir 

interrupción ni reinicio, puede 

limitar la posibilidad de recuperar 

derechos una vez vencido el plazo, 

lo que podría resultar en la pérdida 

definitiva de ciertos derechos 

legales en comparación con la 

prescripción 

La prescripción, al requerir la 

alegación por parte del 

beneficiario para su 

reconocimiento, puede generar 

complejidades adicionales en la 

reclamación de derechos, lo que 

podría dificultar el ejercicio 

efectivo de ciertos derechos en 

comparación con la caducidad 

Fuente: Elaboración propia. 

 

 Conforme al anterior, análisis, se permite identificar las diferencias clave entre ambas 

figuras jurídicas. Aunque la caducidad y la prescripción comparten el hecho de extinguir derechos 
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por el transcurso del tiempo, tienen características distintivas en cuanto a plazos, efectos, 

posibilidad de interrupción, etc. Ya que un análisis DOFA ayuda a comprender mejor los ámbitos 

de aplicación de cada institución. La prescripción suele aplicarse más en el campo de los derechos 

patrimoniales, mientras que la caducidad es más frecuente en derechos no patrimoniales. 

Identificar estas tendencias es útil. 

 Adicionalmente, se permite evaluar las ventajas e inconvenientes de cada figura. Por 

ejemplo, la caducidad es más rápida y automática, pero la prescripción permite recuperar derechos 

en algunos casos. Conocer estos pros y contras es valioso. Puesto que un análisis comparativo 

resalta la importancia de diferenciar adecuadamente cuándo estamos ante un plazo de prescripción 

o de caducidad. Esto es relevante porque los efectos son distintos y a veces el legislador puede 

transformar plazos de prescripción en caducidad de forma discutible. En definitiva, comparar la 

caducidad y prescripción mediante un DOFA permite tener una visión de conjunto más clara de 

estas dos instituciones fundamentales del derecho, sus semejanzas, diferencias y utilidad práctica. 

Siendo esto valioso tanto para estudiantes como para profesionales del derecho, donde se permite 

profundizar en el conocimiento de estas figuras, sus ámbitos, efectos y diferencias, lo cual es 

esencial para una adecuada aplicación práctica del derecho.  

 La Sentencia C-57 de 1998 de la Corte Constitucional de Colombia aborda el tema de la 

caducidad y la prescripción en el ámbito administrativo. En esta sentencia se establece que la 

caducidad está unida al concepto de plazo extintivo, refiriéndose al término prefijado para intentar 

una acción judicial, y una vez transcurrido este plazo, se produce la extinción de dicha acción de 

forma inexorable. Por otro lado, la prescripción se relaciona con el tiempo para iniciar un 

procedimiento sancionador en el ámbito administrativo. La caducidad y la prescripción son 
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mecanismos esenciales que limitan el tiempo para el ejercicio de derechos y acciones en el ámbito 

administrativo, garantizando la seguridad jurídica y la eficiencia procesal y ha establecido 

claramente las diferencias y similitudes entre la caducidad y la prescripción, resaltando la 

importancia de su correcta aplicación para evitar obstáculos injustificados en el ejercicio de los 

derechos. 

 Por otro lado, para complementar este análisis, se logra identificar una serie de 

características con el fin de determinar las diferencias y similitudes, ya que ambas figuras cumplen 

una función esencial, lo cual, es importante evitar que se convierta en un obstáculo para el ejercicio 

de los derechos y que se aplique de manera justa y razonable, acorde a esto se tienen los siguientes:  

1. Plazos Temporales: acorde a la Sentencia del Consejo de Estado, Sección Tercera, auto 

del 17 de septiembre de 2018, MP.: Stella Conto Díaz del Castillo, expediente 2018-00149 

(61331). La prescripción suele tener plazos más largos que la caducidad en el ámbito 

administrativo, permitiendo un mayor margen de tiempo para el ejercicio de derechos o la 

imposición de sanciones. 

2. Interrupción de Plazos: Mientras que los plazos de prescripción pueden ser 

interrumpidos, los de caducidad no admiten interrupción bajo ninguna circunstancias. El 

Consejo de Estado, Sección Tercera, auto del 14 de septiembre de 2017, MP.: Stella Conto 

Díaz del Castillo (con salvamento de voto), expediente 2015-00531 (55446), indica que: 

✓ La caducidad es un mecanismo más rígido que la prescripción, ya que sus plazos 

no son susceptibles de modificación. 

✓ La caducidad suele estar sujeta a formalidades estrictas para su configuración. 
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3. Base Conceptual: según Benitez Pinedo (2019) la caducidad se refiere al plazo para 

resolver un procedimiento iniciado a instancia de parte, mientras que la prescripción se 

relaciona con el tiempo para iniciar un procedimiento sancionador en el ámbito 

administrativo. 

✓ La caducidad puede ocasionar la pérdida de derechos injustificada si no se atienden 

a las circunstancias del caso concreto. 

✓ En algunos casos, puede resultar difícil cumplir con los requisitos para la 

configuración de la caducidad. 

4. Extinción de Derechos: Tanto la caducidad como la prescripción conducen a la extinción 

de derechos por el transcurso del tiempo, acorde al Consejo de Estado, Sección Tercera, 

auto del 14 de septiembre de 2017, MP.: Stella Conto Díaz del Castillo (con salvamento de 

voto), expediente 2015-00531 (55446), se va generando importantes efectos en las 

relaciones jurídicas. 

✓ La caducidad es un plazo perentorio, lo que significa que su cumplimiento es 

inexorable. 

✓ La caducidad puede utilizarse para proteger intereses generales, como la seguridad 

jurídica o el orden público. 

5. Seguridad Jurídica: Ambas figuras están vinculadas con los principios de legalidad y 

seguridad jurídica, buscando dar certeza a las relaciones legales en el ámbito 

administrativo. Para Gomez Martinez (2020) surge: 
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✓ La caducidad proporciona mayor certeza jurídica al establecer plazos fatales para 

el ejercicio de derechos. 

✓ La caducidad puede contribuir a la eficiencia procesal al evitar la tramitación de 

pretensiones tardías. 

✓ La prescripción puede generar incertidumbre en las relaciones jurídicas, ya que el 

acreedor no tiene la certeza de poder cobrar su crédito si transcurre el plazo de 

prescripción. 

✓ La prescripción puede ser utilizada de forma abusiva por el deudor para eludir el 

cumplimiento de sus obligaciones. 

6.  Rigidez: La caducidad es un mecanismo más rígido que la prescripción, ya que sus plazos 

no son susceptibles de modificación. 

✓ La prescripción permite al deudor liberarse de obligaciones antiguas que ya no son 

exigibles. 

✓ La prescripción incentiva a los acreedores a ser diligentes en el ejercicio de sus 

derechos. 

7. Formalismo: La caducidad suele estar sujeta a formalidades estrictas para su 

configuración. 

✓ La prescripción es un mecanismo relativamente simple de extinción de derechos. 

✓ Los plazos de prescripción pueden ser modificados por la ley o por acuerdo de las 

partes. 
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✓ Los plazos de caducidad son perentorios, lo que significa que no son susceptibles 

de modificación ni interrupción. 

✓ Los requisitos para la configuración de la caducidad deben ser claros y precisos, a 

fin de evitar confusiones o interpretaciones erróneas. 

✓ La caducidad se configura mediante actos administrativos expresos, los cuales 

deben cumplir con los requisitos legales y formales establecidos. 

 

 Acorde a lo anterior, estas características se logran establecer, debido a que la 

jurisprudencia ha establecido diferencias entre la caducidad y la prescripción en el ámbito 

administrativo. Ambas figuras cumplen un papel esencial en la extinción de derechos y acciones, 

pero deben aplicarse de manera justa y razonable, evitando que se conviertan en obstáculos 

injustificados para el ejercicio de los derechos. 
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Capitulo III 

7.3 Casos prácticos sobre la caducidad y como se puede mejorar la gestión de los 

procedimientos administrativos y prevenir la caducidad, con el objetivo de garantizar la 

eficiencia y seguridad jurídica en la actuación de la Administración Pública. 

 

En este capítulo se presentarán casos prácticos que ilustran la importancia de prevenir la 

caducidad en los procedimientos administrativos y se explorarán estrategias para mejorar la 

gestión de los procedimientos y prevenir la caducidad, con el propósito de garantizar la eficiencia 

y seguridad jurídica en la actuación de la Administración Pública. 

Algunos casos prácticos que ilustran la importancia de prevenir la caducidad en los 

procedimientos administrativos en Colombia: 

 

7.3.1 Licencias de construcción 

 

Caso 1: Imagina que una empresa de construcción solicita una licencia para iniciar un 

proyecto importante. Si no se realiza un seguimiento adecuado de los plazos y requisitos 

administrativos, es posible que la solicitud de licencia caduque debido a la falta de 

respuesta oportuna de la autoridad competente. Esto podría retrasar significativamente el 

inicio del proyecto, causar pérdidas económicas y afectar la reputación de la empresa. 

Caso 2: Un ciudadano solicita una licencia de construcción para la edificación de una 

vivienda unifamiliar. La Administración Pública, debido a la falta de personal y recursos, 
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no tramita la solicitud dentro del plazo legal establecido. Como consecuencia, la solicitud 

caduca y el ciudadano pierde su derecho a obtener la licencia. 

 

Por otro lado, también pueden surgir en situaciones si no se inicia la ejecución de las obras 

dentro del plazo establecido en la licencia. Lo anterior, debido a que la licencia urbanística tiene 

una vigencia determinada, que puede ser objeto de prórrogas siempre que se soliciten dentro de 

los 30 días anteriores al vencimiento y se certifique el inicio de la obra. Adicionalmente, si no se 

termina la obra dentro del plazo fijado en la licencia. La licencia urbanística autoriza 

específicamente a adelantar obras de construcción, ampliación, modificación, etc. dentro de un 

plazo determinado. 

Asimismo, si se incumplen las obligaciones establecidas en la licencia. El otorgamiento de 

la licencia implica la adquisición de derechos de desarrollo y construcción en los términos y 

condiciones contenidos en el acto administrativo, así como la certificación del cumplimiento de 

las normas urbanísticas y sismorresistentes, del mismo modo, si se incumplen las normas 

urbanísticas y de edificación vigentes. La autoridad encargada de estudiar la licencia debe verificar 

que el proyecto cumpla con las normas estructurales y de edificación vigentes. 

En estos casos, la entidad pública que otorgó la licencia puede declarar la caducidad de la 

misma, previa verificación del incumplimiento de los plazos o de las obligaciones establecidas. La 

caducidad implica la pérdida de los derechos adquiridos con la licencia. Por lo que se puede 

evidenciar que la caducidad aplica tanto del lado de la administración como de los ciudadanos.  
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7.3.2 Trámites de permisos ambientales 

La caducidad de los permisos ambientales puede ocurrir por el incumplimiento de las 

obligaciones derivadas de dichos permisos. Ahora bien, la caducidad implica la pérdida de los 

derechos asociados al permiso ambiental y puede ser declarada por la autoridad competente en 

caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en el permiso, se puede indicar el 

siguiente caso:  

 

Caso 1: En el caso de una empresa que necesita obtener permisos ambientales para operar, 

la caducidad de estos permisos podría resultar en la suspensión de las actividades 

comerciales y posiblemente en sanciones legales. Por ejemplo, si una empresa no renueva 

a tiempo su permiso de vertimiento de residuos industriales, podría enfrentar multas y 

daños a la reputación debido a la contaminación ambiental. 

 

7.3.3 Procedimientos de contratación pública 

La caducidad en procedimientos de contratación pública se da en casos de incumplimiento 

de las obligaciones por parte del contratista. Algunas situaciones que pueden llevar a la caducidad 

de un contrato estatal incluyen: 

1. Incumplimiento de obligaciones contractuales: Cuando el contratista no cumple con las 

obligaciones establecidas en el contrato, la entidad pública puede declarar la caducidad del 

mismo. 

2. Inhabilidad para participar en nuevos procesos de selección: La caducidad implica que 

el contratista no podrá participar en futuros procesos de selección de contratistas. 
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3. Renuncia a contratos en ejecución: El contratista caducado debe renunciar a los contratos 

que tenga en ejecución. 

4. Pérdida de derechos de contratación con entidades públicas: La caducidad implica la 

inhabilidad del contratista para celebrar negocios jurídicos con entidades públicas durante 

un período determinado. 

 

Acorde a lo anterior, la caducidad en procedimientos de contratación pública se aplica 

como una sanción ante el incumplimiento de obligaciones contractuales por parte del contratista, 

con implicaciones graves que van desde la pérdida de contratos en ejecución hasta la inhabilidad 

para participar en futuros procesos de selección, según lo anterior se puede destacar el siguiente 

caso:  

 

Caso 1: En el ámbito de la contratación pública, si una entidad gubernamental no cumple 

con los plazos establecidos para evaluar las ofertas y adjudicar los contratos, podría incurrir 

en responsabilidad legal y financiera. Por ejemplo, si una licitación pública caduca debido 

a la falta de respuesta oportuna por parte de la entidad contratante, podría generar reclamos 

de los licitantes perjudicados y retrasar proyectos importantes para la comunidad. 

 

7.3.4 Trámites de visas y permisos de residencia 

La caducidad en trámites y permisos de residencia puede ocurrir por diversas razones, como 

el incumplimiento de obligaciones o la expiración de plazos establecidos en los permisos. Por 

ejemplo, en el caso de los trabajadores extranjeros, la vigencia de la visa puede variar dependiendo 
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del tipo de visa otorgada, y la permanencia del extranjero en el país está sujeta a la vigencia de su 

visa. Además, en el ámbito migratorio, la prórroga de permanencia otorgada por Migración 

Colombia permite extender la estadía por 90 días adicionales para turistas o visitantes. 

Adicionalmente se destaca el siguiente:  

Caso 1: Para individuos que necesitan visas o permisos de residencia en Colombia, la 

caducidad de estos documentos puede tener consecuencias graves, como la expulsión del 

país o la imposibilidad de trabajar de manera legal. Si una persona no renueva su visa a 

tiempo o no presenta los documentos requeridos para mantener su estatus migratorio, 

podría enfrentar problemas legales y dificultades para su vida cotidiana y laboral. 

 

7.3.5 Trámites administrativos 

Se da cuando una persona o entidad no cumple con los plazos establecidos para la 

presentación de documentos, realización de trámites o cumplimiento de requisitos en procesos 

administrativos como licencias, permisos, autorizaciones, entre otros. 

Caso 1: Una empresa presenta una reclamación ante la Administración Pública por un 

cobro indebido. La Administración Pública no notifica a la empresa la resolución de la 

reclamación dentro del plazo legal. Como consecuencia, la reclamación caduca y la 

empresa pierde su derecho a obtener la devolución del dinero. 

Caso 2: Un ciudadano solicita una beca de estudios al extranjero. La Administración 

Pública no le requiere la presentación de toda la documentación necesaria al inicio del 

procedimiento. Como consecuencia, el ciudadano presenta la documentación incompleta 

fuera del plazo legal, lo que genera la caducidad de su solicitud. 
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En consecuencia, la caducidad en trámites administrativos en Colombia puede ocurrir en 

diversos casos, principalmente por incumplimiento de obligaciones o vencimiento de plazos 

establecidos. Asimismo, la caducidad en trámites administrativos es una figura jurídica que busca 

garantizar la seguridad jurídica y el interés general, y puede ser declarada por la autoridad 

competente ante el incumplimiento de obligaciones o vencimiento de plazos establecidos en cada 

tipo de trámite 

Estos casos muestran cómo la caducidad en los procedimientos administrativos puede tener 

impactos negativos tanto para empresas como para individuos, subrayando la importancia de una 

gestión eficiente y oportuna de los trámites administrativos en Colombia. Ahora bien, frente a los 

puntos clave se puede indicar: 

 

1. Caducidad del Poder Sancionatorio del Estado: 

• La sanción decretada por acto administrativo prescribirá a los cinco años de su 

ejecución.  

• Según Avila (2019) la falta de criterios jurisprudenciales unificados en materia de 

caducidad plantea interrogantes sobre sus implicaciones en la práctica jurídica, 

afectando principios y derechos fundamentales que rigen las funciones de la justicia 

pública.  

• Adicionalmente, Ávila (2019) indica que la facultad sancionadora del Estado está 

sujeta a principios como legalidad, tipicidad, debido proceso, proporcionalidad e 

independencia de la sanción, tal como lo establece la jurisprudencia constitucional. 

  



64 

 

 

 

2. Caducidad en Procedimientos Administrativos: 

 

El cálculo del plazo de caducidad de los actos administrativos sancionadores varía en 

función de circunstancias específicas, como la naturaleza del acto y sus implicaciones en la 

relación entre las partes involucradas. Dependiendo de la fecha de ocurrencia del hecho que da 

inicio al acto administrativo sancionatorio, la caducidad se encuentra regulada en dos normas: 

i. En el caso de que el proceso administrativo haya comenzado antes del 2 de 

julio de 2012, se rige por el artículo 38 del Decreto 01 de 1984 (Código 

Contencioso Administrativo o CCA), el cual establece que la facultad de imponer 

sanciones caduca a los tres (3) años de producido el acto que pueda ocasionarlas. 

ii. Si la actuación administrativa comienza después del 2 de julio de 2013, se debe 

aplicar el artículo 52 del CPACA, que establece que la facultad para imponer 

sanciones caduca a los tres (3) años de ocurrido el hecho, la conducta u omisión que 

pudiere ocasionarlas. Dentro de este plazo, el acto administrativo que impone la 

sanción debe haber sido emitido y notificado. Es importante diferenciar este acto 

sancionatorio de los actos que resuelven recursos, los cuales deben ser decididos en 

un año a partir de su interposición, so pena de perder competencia. La falta de 

resolución de los recursos en el plazo establecido se interpretará a favor del 

recurrente, con posibles implicaciones de responsabilidad patrimonial y 

disciplinaria para el funcionario encargado de resolver. 

iii.  En situaciones de hechos o conductas continuadas, el plazo se cuenta a partir 

del día siguiente al cese de la infracción y/o ejecución. 
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iv. La sanción impuesta mediante acto administrativo prescribe después de cinco 

(5) años a partir de la fecha de ejecutoria. 

  

3. Caducidad en Actuaciones Administrativas: 

• El Consejo de Estado Sección Segunda, Sentencia 11001032500020110048200 

(19152011), Ago. 14/18, la caducidad sirve como modalidad de terminación de los 

procedimientos administrativos disciplinarios por vencimiento del plazo máximo 

de duración- 

• La caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento de derechos tiene plazos 

específicos, como 30 días desde la notificación del acto de adjudicación si el 

contrato no se firma dentro de este plazo.  

 

Según lo descrito estos puntos clave, destacan el marco legal que rodea la caducidad en los 

procedimientos administrativos, enfatizando la importancia de comprender y cumplir con 

cronogramas y regulaciones específicas para garantizar la eficiencia y legalidad de las acciones 

administrativas. 

 

7.3.6 Estrategias para mejorar la gestión de procedimientos y prevenir la caducidad 

Al aplicar estas estrategias, las organizaciones pueden optimizar sus procesos, reducir el 

desperdicio, ahorrar dinero y evitar problemas legales y regulatorios asociados con la caducidad 

de procedimientos administrativos. 
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• Cumplimiento de los Plazos Legales: Asegurar que los procedimientos 

administrativos se resuelvan dentro de los plazos estipulados para evitar su 

vencimiento y mantener la validez legal:   

• Mantenimiento de Bases de Datos: Mantener bases de datos actualizadas y 

confiables para facilitar el seguimiento eficiente de los trámites y evitar descuidos 

que puedan llevar a su caducidad.  

• Uso de sistemas de notificación: implementar sistemas de notificación 

automatizados para alertar a los funcionarios sobre fechas de vencimiento 

inminentes, lo que permite tomar medidas oportunas para evitar el vencimiento.  

• Asignación eficaz de recursos: centrar los esfuerzos en casos viables para evitar el 

desperdicio de recursos en deudas incobrables o procedimientos ineficaces que 

pueden conducir a su vencimiento.  

Al analizar estos casos y estrategias prácticas, se hace evidente que las medidas proactivas, 

el cumplimiento de los plazos legales y la asignación eficiente de recursos son cruciales para evitar 

la caducidad de los procedimientos administrativos. La implementación de estas estrategias puede 

mejorar la gestión de los procedimientos, asegurando el cumplimiento legal, la eficiencia y eficacia 

en las actuaciones de la Administración Pública. 

Por lo que, la prevención de la caducidad en los procedimientos administrativos es 

fundamental para garantizar la eficiencia y seguridad jurídica en la actuación de la Administración 

Pública. Mediante la implementación de las estrategias mencionadas anteriormente, la 

Administración Pública puede prevenir la pérdida de derechos de los administrados y fortalecer la 
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confianza en la gestión pública, ya que la caducidad actúa como un modo de terminación de los 

procedimientos administrativos disciplinarios debido al vencimiento del plazo máximo de 

duración, y el cálculo del término de caducidad para los actos administrativos sancionatorios varía 

según las circunstancias específicas, como la naturaleza del acto y sus implicaciones en la relación 

entre las partes involucradas. 

Conforme a esto, el término de caducidad para los actos administrativos puede verse 

influenciado por factores como el tipo de sanción impuesta y la ejecución del acto administrativo, 

especialmente en casos que involucren sanciones actos, o sanciones disciplinarias, del mismo 

modo el marco legal colombiano establece plazos y regulaciones precisas en torno a la caducidad 

en los procedimientos administrativos. Comprender y cumplir con estos requisitos es fundamental 

para garantizar la validez y eficacia de las actuaciones de la administración pública, evitando así 

posibles nulidades o cuestionamientos por vencimiento de términos. 
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Conclusiones 

Como primer objetivo se abordó los efectos de la caducidad en los procedimientos 

administrativos, y sobre esto se identifica que esta tiene importantes efectos en la actuación de la 

Administración Pública, especialmente en lo que respecta a la protección de los derechos de los 

ciudadanos y la agilización de los procedimientos, de ahí que la caducidad de un procedimiento 

implica que queda inhabilitado como cauce válido para dictar una resolución sobre el fondo, esto 

significa que cualquier resolución dictada en un procedimiento caducado carecerá de validez y 

eficacia, donde un procedimiento caducado se considera extinguido y consecuentemente nula la 

resolución administrativa recurrida, y la obligación impuesta en una resolución dictada en un 

procedimiento caducado ha perdido su soporte procedimental y, por tanto, también su validez. Lo 

anterior debido a que la caducidad no deja sin efecto las actuaciones de fiscalización previas ni los 

medios probatorios obtenidos, que podrán ser utilizados en un nuevo procedimiento, no obstante, 

la resolución final del procedimiento caducado no es válida. 

Frente a la agilización de procedimientos, la caducidad opera como un mecanismo para 

que la Administración resuelva los procedimientos en los plazos legalmente establecidos, ya que 

si no lo hace, el procedimiento caduca. Esto obliga a la Administración a tramitar y resolver los 

procedimientos con mayor celeridad, so pena de que caduquen por el mero transcurso del tiempo, 

por lo que la caducidad impide que los procedimientos se eternicen por inactividad de la 

Administración, y fuerza a que se resuelvan en los plazos previstos o se archive el procedimiento. 

En conclusión, la caducidad protege los derechos de los ciudadanos al invalidar resoluciones 

dictadas en procedimientos caducados, y agiliza la actuación administrativa al obligar a resolver 
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en plazo so pena de archivo. Es un mecanismo que busca la eficacia y celeridad en la tramitación 

de los procedimientos. 

 

 Frente al segundo objetivo, de comprar la caducidad con otros conceptos 

relacionados, como la prescripción, para identificar sus diferencias y similitudes, se concluye que 

la caducidad y la prescripción son dos instituciones jurídicas diferentes que, aunque relacionadas, 

tienen efectos y características diferentes. La caducidad se refiere a la terminación del 

procedimiento administrativo por falta de resolución en plazo, mientras que la prescripción se 

refiere a la pérdida o adquisición de un derecho debido al transcurso del tiempo. Ambas figuras 

jurídicas buscan proteger la seguridad jurídica y evitar la prórroga ilimitada de los procedimientos 

administrativos. Pero las similitudes de estas figuras se da en cuanto, que la caducidad como la 

prescripción se refieren a la extinción de derechos u obligaciones debido al transcurso del tiempo 

y en ambos casos, el paso del tiempo produce efectos jurídicos. 

Conforme a lo anterior, ambas instituciones buscan proteger la seguridad jurídica y evitar 

la prolongación indefinida de situaciones jurídicas, y establecen límites temporales para el 

ejercicio de derechos y potestades. Por lo que la caducidad y la prescripción son conceptos 

fundamentales en el derecho administrativo, donde tienen importantes aplicaciones, donde regulan 

plazos en procedimientos sancionadores, de responsabilidad patrimonial, urbanísticos, etc. 

Adicionalmente, tanto la caducidad como la prescripción pueden tener como consecuencia la 

extinción de un derecho o la imposibilidad de iniciar un procedimiento, y ambas figuras producen 

efectos extintivos. Por otro lado, las diferencias en cuanto a la interrupción una diferencia clave es 
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que mientras los plazos de prescripción pueden interrumpirse, los de caducidad no admiten 

interrupción. 

 

Tras analizar los casos prácticos relacionados con la caducidad en los procedimientos 

administrativos, se destaca la importancia de prevenir la caducidad para garantizar la eficiencia y 

seguridad jurídica en la actuación de la Administración Pública. Los casos prácticos presentados 

evidencian la necesidad de gestionar adecuadamente los plazos en los procedimientos 

administrativos para evitar la caducidad y sus efectos negativos en la validez de las resoluciones. 

Es fundamental implementar estrategias que permitan agilizar la tramitación de los 

procedimientos, cumplir con los plazos establecidos y evitar la caducidad, lo que contribuirá a una 

gestión administrativa más eficiente y transparente. Ya que la prevención de la caducidad no solo 

garantiza el respeto a los derechos de los ciudadanos y la legalidad en la actuación administrativa, 

sino que también fortalece la seguridad jurídica y la confianza en el sistema administrativo. 

Además que la gestión adecuada de los procedimientos administrativos, genera prevención de la 

caducidad y el cumplimiento de los plazos establecidos son aspectos clave para asegurar la 

eficiencia y la seguridad jurídica en la actuación de la Administración Pública. La mejora continua 

en la gestión administrativa es fundamental para evitar situaciones de caducidad y garantizar un 

proceso administrativo ágil y conforme a la normativa vigente. 
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Recomendaciones 

Es crucial comprender los efectos invalidantes de la caducidad y diferenciarla claramente 

de la prescripción, para poder implementar mejoras en la gestión administrativa que eviten la 

caducidad de procedimientos y garanticen la eficacia y seguridad jurídica. 

Por lo que es fundamental implementar estrategias que permitan agilizar la tramitación 

de los procedimientos, cumplir con los plazos establecidos y evitar la caducidad, lo que contribuirá 

a una gestión administrativa más eficiente y transparente. 

La prevención de la caducidad no solo garantiza el respeto a los derechos de los 

ciudadanos y la legalidad en la actuación administrativa, sino que también fortalece la seguridad 

jurídica y la confianza en el sistema administrativo. 
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